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El avance de la 
inversión directa 

en los países periféricos 

A lo largo del decenio de los setenta hubo 
un importante cambio en la orientac ión 

de las invers iones extra njeras proveni entes 
de los países capitali stas industri ali zados, 
uno de cuyos síntomas fue el renovado in ­
terés de éstos en los países peri fé ri cos. Los 
datos para seguir dicho proceso pueden en­
contrarse en cifras del Departamento de Co­
mercio de Estados Unidos, en rev istas co­
mo Fortune o Business Week, en las esta­
dísticas de la OCDE y de la ONU (en part i­
cular las de la CEPAL, para el caso de Amé­
ri ca Latina). Empero, era difíc il encontrar 
un estudio sobre el curso de la inversión 
privada intern ac ional en ese período, en el 
que se ana li za ra su dist ribu ción y sus car<!c­
terísticas y del qu e se pud ieran ex traer al­
gunas conclusiones gen era les, encaminadas 
a delimitar una tendenc ia. 

La reciente pub licac ión de la OCDE, ln ­
vesting in deve/oping countries, procura sa­
ti sfacer dicha necesidad .1 En el estudio se 
seña la que, efectivamente, los países sub­
desa rroll ados son cada vez más receptores 
de cap ital d irecto proveniente de los 17 
miembros de la OCDE que integran el Co­
mité de Asistencia al Desa rro llo (DAC): Aus­
tralia, Austri a, Bélgica, Ca nadá, Dinamarca, 
Estados Unidos, Finlandia, Francia, Ho lan­
da, Italia, japón , Nueva Zelandia, Noruega, 
Reino Unido, Repú bli ca Federal de Alema­
nia, Suec ia y Sui za. De las inversiones di ­
rectas procedentes de d ichos países, lasco­
locadas en el Tercer M undo representan en 
la actualidad alrededor de 25% del total. 

l. OCDE, ln vesting in developing countries, 
París, noviembre de 1982. 

Las informac iones que se reprodu cen en es ta 
sección son resúmenes de not icias aparec idas 
en diversas pub li cac ion es nac ionales y ex­
tranjeras y no proceden o ri gin almente del 
Ban co Nac ional de Com erc io Ex teri o r, S.A. 
sino en los casos en qu e así se m anifieste. 

El análisis de la OCDE tambi én demu es­
tra qu e las medidas tomad as por los países 
exportadores e importadores de capital pa­
ra promover las inversiones han tenido re­
lativamente poco efecto . Las co rri entes de 
inversiones se defin en fundam entalmente 
por ven tajas comparativas en el costo de la 
fuerza de trabajo, las posibilidades de expor­
tación, la gravi tac ión de los impuestos, los 
obstáculos soc iales o de otro tipo, las con­
d iciones de estab ilidad para los capitales in ­
ve rtid os, la posibilidad de generar nu evos 
proyectos de inversión, y la no disc rimina­
ción con respecto a los inversion istas 
loca les . 

Ante todo, hay que tener en cuenta que 
la recopi lación de datos acerca de las inve r­
siones t iene grandes dificultades de tipo es­
tadísti co. En primer lugar, hay diferentes sig­
nifi cados acerca de lo que representa una 
"i nversión directa" , y en todas ellas hay una 
mayor o menor asociac ión con el uso de 
créditos y préstamos para insumos o equ i­
pos. Por supuesto, cada país define de una 
manera d istinta las que considera sus inver­
siones directas en el exterior . En segundo lu­
gar, muchas inversiones encaminadas a cier­
tos países, o a plataform as financi eras de ti ­
po offshore y paraísos fi sca les, con frecuen­
c ia son parc ialmente reinvertid as en otros 
países, por lo que no ex iste una clara evi­
denc ia de su ve rd adero destino. 

O rigen y monto de la in versión 

A un en tales condic iones, los resultados 
estad ísticos que ofrece la OCDE son no­

tab lemente signifi ca tivos y muestran unJ 
marcada tendencia hac ia el crec imiento a 
lo largo de los años setenta. Esta tendencia, 
visible durante todo el decenio, tuvo dos in­
terrupciones. La pri mera de ellas ocurrió en 
1974; los autores de la publ icac ión la atri ­
buyen a la des inversión motivada por el 
ca mbio en la situación petro lera en el M e­
dio O ri ente. El debi litamiento de 1974 fu e 
seguido por una reactivac ión durante el año 
siguiente, debido en este caso a un movi ­
miento inverso: la reinversión de la indu s­
tria petro lera en otras regiones del Terce r 
Mundo y la reactivac ió n que se desencade­
nó a partir del aumento del prec io del pe-

tró leo y de la aparic ión de nu evas nac ion es 
petrol eras. En 1976, la tendencia alcista vo l­
vió a retomar la senda ascendente norm al. 
libre ya de las regresiones y las alzas violen­
tas de los dos años precedentes. En 1980 se 
advirtió una nueva interrupción en la curva 
creciente de las inve rsiones. El estudio de 
la OCDE muestra el fenómeno pero. no se 
detiene a anali zarlo , ya que éste no es su 
propósito, sino só lo mostrar la evolución de 
las cifras de la inversión. Sin embargo, sus 
autores extraen una posible conclu sió n: 
también en este caso la interrupción podría 
estar motivada en parte por bruscos ca m­
bios en el mercado petrol ero, que preanun­
ciarían la invers ión en la tendencia de los 
prec ios del c rud o el año siguiente. Por í in , 
en 1981 , la curva de inversión se recupera 
y sigue la tendenc ia ascendente que carac­
teri zó al período de los setenta. 

El dato inic ial , que corresponde a 197 1, 
es de 3 309 millones de dólares; en 1972 el 
flujo neto de inversiones 11 egó a 4 235 mi ­
llones y en 1973 a 4 720 millones. En 1974 
sobrevino la primera interrupción y la inver­
sión neta anual cayó a 1 100 millones. En 
1975 se registró una vio lenta recuperac ió n 
y la inversión anual prácti camente se dec u­
pl icó: 10 344 millones. En 1976 prosigu ió la 
marcha ascendente, pero dentro del ritm o 
normal adecuado a la tendencia general del 
período: 7 534 millones. En 1977, 1978 y 
1979 el fluj o anual de cap itales fue de 9 424 
millones, 10 907 millones y 12 746 millones 
de dólares, respectivamente. En 1980 se 
presentó la segunda interrupción -aunque 
menor que la precedente-, por lo que las 
inve rsi ones anuales descendieron a 9 585 
millones de dólares. En 1981 regresó el mo­
vimiento correcto r ascendente y se obtuvo 
un flujo de 14 639 millones de dólares. 

El total de invers iones acumuladas al fi ­
nal del período, según el va lor en libros, se 
estima en 137 000 millones de dó lares; sin 
embargo, aquí también hay que tener pre­
sente las considerac iones seña ladas. En el 
cá lculo del flujo anual de inversiones no se 
incluyeron las sa lidas de cap ital británico en 
el rubro de petróleo, lo que indudablemente 
resta homogeneidad a los cá lculos, pero no 
se ac lara si están comprendidos en el dato 
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el e la in ve rsión tota l en el exteri or. Además, 
la tarea el e fij ar el monto anu al el e inversión 
también se complica porque en dicha cifra 
se inc luyen las rei nvers iones ele utilidades, 
que, en esenc ia, no constituyen flujos nue­
vos ele capi tal. En 1981 , los dos países con 
mayor invers ión directa en el exteri or eran 
Estados Unidos y la Gran Bretaña, seguidos 
por la RFA, japón y Fra ncia. Los porcenta­
jes sob re la inversión total en ese año eran, 
respecti vamente, 48, 11 , 9, 8 y 7 por c ien­
to. A continuación seguían Holanda (4%) e 
Italia y Ca nadá (3 por ciento cada uno) . Gran 
Bretaña parece perder posiciones frente a 
japón y a la RFA, ya que, si se considera el 
i lujo anua l ele inversión, en 198 1 el segun­
do y el terce r luga r correspondi eron a estos 
países, y el cuarto a la Gran Bretaña, segui ­
da de ce rca por Franc ia. Ya se adv irt ió que 
las c ifras del Reino Unido no son comple­
tamente comparables con las el e los otros 
países, dado que en los elatos el e la OCDE 
se exc lu yen las co locac iones ele cap ital en 
petról eo; no obstante, el e cualquier mane­
ra, en 1976 se advierte ese debilitamiento 
relati vo, que e? re itera en 1978, 1980 y 1981. 

Los países receptores 

L a OCDE d istingue cuatro grupos princi­
pales el e pa íses receptores el e la inver­

sión: los países considerados el e industrial i­
zac ión reci ente (PIR), los países ele ingreso 
medio (PIM), los de bajo ingreso (PB I) y los 
miembros el e la OPEP. Los PIR son Argenti ­
na, Bras il , Corea, Espa ña, Grecia, Hong­
Kong, M éx ico, Portuga l, Singa pur, Taiwán 
y Yugoslav ia. Los PIM son 73 y los PBI 61 , 
mientras que los integrantes ele la OPEP son, 
como se sa be, Arabia Sauclita, Arge lia, Ecua­
dor, Emiratos Árabes Unidos, Gabán , Indo­
nes ia, Irán, lrak, Kuwait, Libia , N igeria, 
Qata r y Venez uela. En realid ad, dentro ele 
este último grupo, Indonesia es considera­
da en algunos casos como PBI y N igeria 
como PIM. 

Sobre el monto total de inversiones di ­
rectas rea lizadas hasta fin es ele 1981, que re­
presentaba n un valor en libros ele 137 200 
mi llones ele dólares, los PIR reunían 41 %, los 
PIM 36%, la OPEP 16% y los PBI 7%. Cabe 
ac larar que en el conjunto ele los PIM se in ­
cluyen también los paraísos o plataformas 
financieras. 

En el grupo ele los PIR, Brasi l y México 
encabeza n la li sta, con 17 200 y 10 300 mi ­
llones de dólares acumulados en inversio­
nes directa s. Son, también, los dos mayo­
res países receptores el e inversiones en el 
mundo. Siguen en el li stado España (6 900 
mill ones), A rgentin a (5 600), Singapur 
(3 900), Hong Kong (3 800), Taiwán (2 300), 

Corea del Sur (1 600) y Grecia (1 000 
mi llones). 

Entre los PIM, los prim eros puestos co­
rresponden a los paraísos fisca les y las pla­
taformas financieras como Bermudas (5 500 
millones), Panamá (4 900), Bahamas (3 800) 
y las Ant ill as Ho landesas. Los cinco países 
siguien tes, no considerados " plataform as", 
so n Ma las ia (3 500 mil lones), Perú (3 000), 
Filipinas (2 500), Co lombia (2 000) y Chile 
(2 000 millones). En este grupo también fi ­
gura Israel, con 1 200 millones. 

Los dos mayores pa íses integrantes de la 
OPEP, por el monto de las inversiones direc­
tas, son Indones ia (8 600 millones) y Vene­
zuela (4 300 millones). De acuerdo con este 
agrupamiento, Améri ca Latina (con 71 800 
mi llones ele dólares) en 1981 reunía 52% ele 
las invers iones directas el e los países que 
integran el DAC. Le seguían Asia (38 400 mi­
llones, 28%), Áfri ca (1 5 500 millones, 11 %) 
y Europa (11 500 millones, 9%). La Repúbli­
ca Popular China, no inc luida en ninguno 
de los grupos mencionados, rec ibió crec ien­
tes sumas ele capita l directo a part ir de 1979. 
En este año ingresa ron 200 millones de dó­
lares; en 1980, 550 millones, y en 1981 más 
de 2 000 millones. La OCDE juzga que Chi­
na at raerá más capita les en el futuro . 

La preponderancia relativa de los PIR fue 
en 1981 menor que en 1977 o 1979. Este 
grupo perdi ó pos iciones en favor de los pa­
raísos fi sca les y las plataform as fin ancieras, 
que en 1977 concentraba n 7% de las inver­
siones directas totales contabili zadas en es­
te estudio el e la OCDE; en 1979, 19%, y en 
1981 , 15%. La proporción decreciente el e 
este subgrupo, de 1979 a 198 1, se exp lica 
por la parti cipac ión relativa de la OPEP, que 
fue de 22% en 1977, cayó a 3% en 1979 y 
aumentó a 25% en 198 1. Finalmente, en el 
gru po de los PBI , los mayores receptores ele 
inve rsiones fueron la India, con 2 700 mi ­
llones de dólares del total acumulado, y Za i­
re, con 1 600 mi llones. 

Estímulos y restricciones 

D esde el punto de vista el e los países in­
vers ioni stas la expa nsión ele los cap i­

tales colocados en el exterior obedece al de­
seo ele aprovechar las ventajas compara ti ­
vas que in fluyen en la renta bilidad . Por otra 
parte, dado el aumento de los ri esgos, los 
inversionistas necesitan tasas de rentabi lidad 
más altas. Las ventajas derivadas ele trata­
mientos especiales pa recen tener menor in ­
fluenc ia que las considerac iones vinculadas 
con la estructura y dimensión del mercado, 
las ca racterísticas de la fu erza de trabajo y 
la estab ilidad po líti ca . 

sección internacional 

Las medidas de los gobi ernos para pro­
mover y regular la inversión directa en el ex­
teri o r tu vieron ori gen tanto en los países 
emisores como en los receptores. En el pri­
mer caso, los gobiernos apoyan las inversio­
nes porque beneficia n de distintas maneras 
a la economía del país exportador de cap i­
tales, mediante la promoción de exportac io­
nes ele productos -principalmente bienes 
ele cap ital- , el acceso preferenc ial a mate­
rias prim as y energía y la creac ión el e una 
interd ependenc ia internaciona l que da un 
marco más favorab le a la expansión ele las 
economías naciona les . 

Las medidas ele esta naturaleza incluyen 
la cobertura de ri esgos políticos qu e están 
fuera del control del inversion ista; disposi ­
ciones fisca les que ofrecen tratamiento pre­
fe rencial a ciertas inversiones o evitan la su­
perpos ición ele tasas (lo que generalmente 
se logra mediante acuerdos bilateral es con 
el país receptor) , y actividades de promo­
ción (financ iamiento el e estudi os el e fac tibi ­
lidad y preinversión) y de apoyo oficial, in ­
cluso mediante bancos de inversión y de­
sa rrol lo . 

Los países recepto res cuentan, a su vez, 
con medidas p romocionales y restrictivas. 
Entre las primera s pueden mencionarse las 
concesiones fisca les, el apoyo financiero ofi­
cia l y otras medidas relacionadas con los 
controles de cambios, así como las condi ­
ciones generales ele la inversión, entre las 
que se cuentan las relativas al mercado el e 
traba jo . Las med idas restri cti vas pueden es­
tar relac ionadas con el control el e las ope­
rac iones el e filiales ext ranjeras y la imposi ­
ción ele ciertas condiciones, como la fijación 
ele un porcenta je de exportac iones sobre el 
va lor de la prod ucc ión, los imped imentos 
para rea li za r inve rsiones en sectores consi­
derados de in terés público o vi nculados a 
la defensa, o restr icciones a la repatriación 
de utilidades y él las acti vidades el e los ban­
cos y compañías el e seguros. Todo ello, em­
pero, no impidió una expa nsión considera­
ble ele este tipo de actividades en los países 
su bclesarro llaclos. 

Como se eli jo, pese a todo las medidas 
promociona les y restr ictivas cumplen un pa­
pel subsidiario en la determin ac ión el e la 
cond ucta de los invers ion istas . Los merca­
dos ele los países subdesarrollados captan in­
versiones extranjeras preferentemente a cau­
sa ele sus perspect ivas ele desa rro llo y ele la 
product ividad ele su fuerza de trabajo. In­
cl uso, estas condiciones pu eden otorgar a 
los países receptores una posic ión firme en 
la negociac ión con las empresas extranjeras, 
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las que muchas veces se avienen a estas li ­
mi tac iones o condicionamientos si el mer­
cado les merece confianza desde el punto 
de vista de su expa nsión. 

Algunos comenta rios 

H asta aq uí la informac ión más importan­
te que puede obtenerse del trab¡;¡ jo de 

la OCDE. El comportam iento de la inversión 
extranjera en los países subdesa rrol lados, 
que mu est ra -según este estudio- una 
marcada tendencia ascendente en el dece­
nio de los setenta, podría ca racter iza rse 
como de recuperac ión con respecto a un 
período prev io de ve inte años de duración. 
Esta observación se debe a que, después de 
los prim eros años de la posguerra, hubo una 
menor demanda de productos primarios, en 
parte debido a la aparición de materiales sin­
tét icos y a la concentración del intercambio 
mundial entre productores de manufactu ras. 
Todo esto configuró una pérd ida relati va de 
la importancia de los países subdesa rro lla­
dos en el destino de las inversiones direc­
tas de los países más ava nzados. 

Los cap itales se orientaron , en la perife­
ria , hacia los pa íses trad ic iona les producto­
res el e pet ró leo o hacia las regiones en las 
que hubo una notable expansión de la ba­
se industria l, lo que se combinó, hasta fines 
de los años ci ncuenta, con un desarrol lo re­
lativamente escaso del crédi to internaciona l. 
Sin embargo, la industri ali zac ión en los paí­
ses subdesarro llados, al encaminarse más 
tard e a la incorporac ión de técnicas ava n­
zadas en las nuevas ramas de punta o pro­
ductoras el e equipo, estimularon la actividad 
inversionista de las empresas transnac iona­
les. En un principio, este proceso fue esti­
mulado por el propósito de aprovec har los 
mercados protegidos desde dentro, pero 
más tarde, a fines de los sesenta y durante 
los setenta, la nueva industriali zación só lo 
pudo ava nzar con una restructurac ión del 
comercio y de las inversiones in tern ac iona­
les, qu e permiti ero n la expa nsión de las in ­
ve rsiones de que se da cuenta en el estudio 
reseñado. O 

Carlos Ábalo 

Derecho del Mar: 
el agitado y promisorio 

futuro de los océanos 

E 1 10 de diciembre se firmó en Montego 
Bay, Jamaica, la Convenció n de la Ter­

cera Conferencia de las Naciones Unidas 

sobre el Derecho del Ma r, después de un 
largo proceso ele discusiones acerca del ré­
gimen jurídico que regirá el uso y el apro­
vecha miento del océano. Cabe señalar que 
Comercio Exterior ha segu ido de ce rca las 
mú lti ples negoc iac iones sobre el derec ho 
del mar, cuyos aspectos más sobresa lientes 
se resumen en el recuadro que se inc luye 
con esta nota. 

Las dos ca ras de }ano 

N o fue fácil concil iar los diversos inte­
reses y actitud es a lo largo de un pro­

ceso mu ltitudinario tan largo, cuya meta era 
llegar a un acuerdo aceptable internaciona l­
mente a fin de que la ut il ización de las ri­
quezas mari nas benefic ie a todos los países. 
Dicha dificu ltad se hizo ev ider.1te, por ejem­
plo, en el transcurso del sexto período de 
ses iones de la Tercera Conferencia, efectua­
do en Nueva York, en 1977, durante el cual 
no se logró ningún ava nce con respecto a 
las anter io res sesiones, pri nc ipa lmente a 
causa del debate acerca de las materi as pri­
mas del fondo ma rino. 1 

Así, al igual que los rostros grabados en 
las monedas que representaban al legenda­
rio rey romano, durante los años que duró 
la Confe rencia hubo dos grupos que cas i 
siempre se d irigieron en di recc iones opues­
tas. Dicha actitud se agudizó conforme se 
acercaba la firm a de la Convención. Un pro­
yecto de Convención se había aprobado el 
30 de abril de 1982, en Nueva York, por 130 
votos contra 4, y 17 abstenciones. Después, 
en septi embre del mismo año, la Conferen­
cia ce lebró tres sesiones pa ra preparar el 
Texto final de la convenc ión, no si n antes 
escuchar las opiniones de la Unión Soviét i­
ca, del Grupo de los 77, de la República Fe­
deral de Alemania y de Estados Unidos acer­
ca de las consecuenc ias futu ras de d icha 
Convenc ión. La Un ión Soviética, que había 
fi gurado entre los abstencionistas, dec id ió 
firm ar la Convención. Si n embargo, Estados 
Unidos, Francia, el Reino Unido y la RFA ha­
bían susc ri to en esos días un acuerd o con 
el fin de alentar la explorac ión y explotac ión 
de las riquezas marinas por pa rte de las em­
presas mineras. Afirmaron que dicho acuer­
do era compatible con los documentos 
aprobados por la Conferencia. Estados Uni­
dos señaló que, desde el punto de vista ju­
rídico, es insostenible pretender que la Con­
venc ión creara nu evos derec hos en esferas 

1. Véase "Conferencia del mar: ominoso pa­
rén tesis", en Comercio Exterior, vol. 27, núm . 7, 
Méx ico, julio de 1977, pp. 757-761. 
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en las cuales se lim ita a reconocer las nor­
mas ex istentes del derecho intern ac ional . 
Sin embargo, el Gru po de los 77 declaró que 
cualquier acción unilateral con respecto a 
los recursos marinos ca recería de va lidez in­
ternac ional y conduciría a la adopc ión el e 
medidas para defender los intereses de to­
dos los estados, declaración a la cual se ad­
hirió la U ni ón Soviéti ca, en rep resentac ión 
de todos los países de Europa ori enta l. 2 

Por resu ltar in teresantes y refl ejar diver­
sas corr ientes de opinión, se reproducen al­
gunos comentarios e informaciones de la 
prensa internacional en torno a la Conven­
c ión del Derecho del Ma r. Según The New 
York Times, Estados U nidos no firmó la Con­
vención porque " rec haza la c láusula con­
sistente en que una au toridad determine 
quién explotará los meta les del fondo de l 
ma r y cuánto podrá extraerse, lo cual repre­
senta para As ia, Áfri ca y América Lat ina e l 
inicio de mayores control es económicos 
mundiales, cuya so la pos ibi lidad despierta 
el temor del Gobierno estadoun idense. Aun­
que el presidente de la Conferencia, Tommy 
Koh, de Singapur, advirtió que cualquier in­
tento ele obstacu li zar la votac ión se enfren­
taría a la Corte Internacional de justicia, la 
delegación de Estados Un idos aconsejó a 
numerosos delegados abstenerse de firmar, 
para restar fuerza a la mayoría" 3 

Días después, el edito ri al de l mismo d ia­
rio dec laró que las objec iones del gobiern o 
de Reaga n eran " mezq uinas y egoístas y re­
trasan la causa buscada por el convenio in ­
tern ac ional" . Añad ió que Reagan recono­
cía las vi rtud es de la Convenc ión, pero que 
rec hazaba la cl áusula referente a los mine­
ra les mari nos. Proponía dejar de lado la di s­
posic ión ele que los minerales del fon do del 
mar son pat ri mon io comün de la humani­
dad y en ca mbio firmaba un acuerd o con 
países de Europa occidental con el fin de ini­
ciar la explotación minera. Si n embargo, 
G ran Breta ña y la RFA había n tomado par­
te en una comisión a fin ele participar en la 
elaborac ió n preliminar del reglamento, con 
lo cual Estados Unidos era el único país in­
dustr iali zado que rechazaba tajantemente la 
Convención. El editorial neoyorquino resu­
mía sus opiniones destacando que el dere­
cho del mar merece apoyo, puesto que su 
estudio ha conciliado d ive rsas ideo logías 
para proponer remedios prácti cos ante im­
portantes prob lemas intern ac ionales 4 

2. Crónica de la ONU, vol. XIX, núm. 10, 
Nueva York, noviembre de 1982. 

3. Th e New York Tim es, Nueva York, 11 ele 
diciembre ele 1982. 

4. /bid. , 17 de diciembre ele 1982. 
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Los principales acontecim ientos 

Una cronología 

1958. Primera Conferencia de las Nacio­
nes Unidas sobre el Derecho del Mar, en 
Ginebra, en la cual 89 países aprobaron 
cuatro convenios internacionales aún en 
vigor: aguas territoriales y zonas contiguas, 
alta mar, plataforma continental, y pesca 
y conservación de la fauna en alta mar. 
Empero. no se llegó a un acuerdo sobre 
la extensión de las aguas jurisdiccionales 
y los límites exactos de la plataforma 
continental. 

1960. Segunda Conferencia de las Nacio­
nes Unidas sobre el Derecho del Mar, en 
Ginebra. No se adoptaron acuerdos rele­
vantes y por un solo voto no fue aproba­
do el proyecto que establecía en 12 millas 
el mar territorial. 

1967. Vigesimosegunda sesión de la Asam­
blea General, también en Ginebra. La 
ONU examinó el tema "Utilización pací­
fica de los fondos marinos y océanicos- más 
allá de los límites de la juridisdicción na­
cional y de la explotación de sus recursos 
en interés de la humanidad entera". Du­
rante esta memorable sesión, el delegado 
de Malta, Arvid Pardo, se refirió (por vez 
primera en el transcurso de las negociacio­
nes) a los fondos marinos como " patrimo­
nio común de la humanidad". 

1970. Con base en la labor realizada por 
una comisión designada para el estudio de 
los fondos marinos, la Asamblea General 
aprobó la "Declaración de principios que 
regulan los fondos marinos y océanicos y 
su subsuelo fuera de los límites de la juris­
dicción nacional". Esta zona y sus recur­
sos se declararon "patrimonio común de 
la humanidad". Se convocó a la Tercera 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
el Derecho del Mar. 

1972. Primer período de sesiones de la Ter­
cera Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre el Derecho del Mar, en Nueva York, 
durante la cual la Asamblea General acor­
dó establecer el comité especial que inte­
graría la Comisión de los Fondos Marinos. 

1972-1973 . Primer período de sesiones de 
la Tercera Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar, en Nue­
va York; elaboración de un informe de seis 
olúmenes. 

1974. Segundo período de sesiones de la 
Tercera Conferencia de las aciones Uni­
das sobre el Derecho del Mar, realizado 
en Caracas. Tres comisiones redactarían un 
amplio temario. La primera, prepararía un 
proyecto de tratado sobre el régimen in­
ternacional de los recursos marinos y los 
mecanismos de explotación y exploración 
de los fondos. La segunda, redactaría un 
proyecto de Convención sobre el derecho 
del mar. La tercera, dictaminaría sobre la 
preservación del medio marino. 

1975. Tercer período de sesiones de la Ter­
cera Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre el Derecho del Mar, realizado de 
marzo a mayo, en Ginebra. Se presentó el 
Texto único para fines de negociación . 

1976. Cuarto período de sesiones de la 
Tercera Conferencia de las Naciones Un i­
das sobre el Derecho del Mar. Los resul ­
tados de las negociaciones se exponen en 
el Texto único revisado para fines de 
negociación. 

1977. Sexto período de la Tercera Confe­
rencia de las Naciones Unidas sobre el De­
recho del Mar, durante el cual no se logró 
impulsar la marcha de las discusiones pa­
ra llegar a disponer de una legislación ma­
rina. Comenzó a delinearse la posición de 
los países industrializados occidentales 
frente a la de los exportadores de materias 
primas. 

1978. Séptimo período de sesiones de la 
Tercera Conferencia de las Naciones Uni­
das sobre el Derecho del Mar, en Ginebra. 
Se crean siete grupos de negociación pa­
ra abordar los problemas más arduos. 

1979. Octavo período de sesiones de la 
Tercera Conferencia de las Naciones Uni­
das sobre el Derecho del Mar, en Nueva 
York . Primera revisión del Texto de 1977 

sección internacional 

para fines de negociación. Decídese fina­
lizar la labor relativa a la Convención en 
1980. 

1980. Noveno período de sesiones de la 
Tercera Conferencia de las Naciones Uni­
das sobre el Derecho del Mar, en Nueva 
York y Ginebra. Preparación del "texto ofi­
cioso" del proyecto de Convención . 

1981. Décimo período de sesiones de la 
Tercera Conferencia de las Naciones Uni­
das sobre el Derecho del Mar, en Nueva 
York. Primer texto oficial del proyecto de 
Convención. e elige a Jamaica y a la Re­
pública Federal de Alemania como sedes 
de la Autoridad Internacional de los Fon­
dos Marinos y del Tribunal Internacional 
del Derecho del Mar, respectivamente. Es­
tados Unidos plantea dificultades respec­
to a las disposiciones sobre los fondos ma­
rinos. Se programa para 1982 el "ú ltimo 
período de adopción de decisiones." 

1982. Decimoprimer período de sesiones, 
durante el cual, después de agotarse todos 
los recursos para lograr un acuerdo gene­
ra l, la Conferencia vota en relación con va­
rias enmiendas al proyecto de Conven­
ción; éste se aprueba finalmente, por 130 
votos contra 4 y 17 abstenciones. 

1982 . Se firma la Convención, el 10 de di­
ciembre, en Montego Bay, Jamaica. La sus­
cribieron 119 países, incluido México. 

1983. El Gobierno mexicano ratifica, según 
se anunció el 18 de marzo, su posición ju­
ríd ica con respecto al derecho del mar y 
es el segundo pa ís que deposita el instru­
mento de ratificación de la Convención an­
te el Secretario General de las Naciones 
Unidas, en Nueva York. El primero es las 
Islas Fiji . 

Nota: conforme al artículo 305, la Con-
ención sigue abierta para firma en el Mi­

nisterio de Asuntos Extranjeros de Jamai­
ca hasta el 9 de diciembre de 1984. Des­
de el 1 de julio del presente hasta esta úl­
tima fecha, también está abierta en la se­
de de la ONU, en Nueva York. O 



comercio exterior, abril de 1983 

En el ed ito ri al del 12 de diciembre, Le 
Monde destacó la otra ca ra el e )ano al refe­
rirse a la euforia que despertó entre los as is­
tentes a la Conferencia el hec ho ele que más 
ele c ien países respa ldaron la Convención: 
los delegados de 140 nac iones y nu eve en­
tidades "apenas daban créd ito a sus oídos 
cuando esc ucharon los resultados de lavo­
tac ión: 11 9 firmas figuraban al ca lce del do­
cumento [1 17 estados y dos entidades]. 
Otros 20 pa íses se abstuv ieron de rati ficar 
la Convención en espera de una oportuni ­
dad para estud iar sus c láusulas". Tres paí­
ses votaron en contra y siete entidades tam­
bién se abstuvieron. japón fi guró entre los 
que no firmaron, aunque a fines de abril ha­
bía aceptado hacerl o 5 

Pese a los disidentes, el Secretar io Ge­
neral el e la ONU dec laró, en su d iscurso ele 
c lausura, que en un momen to en el cual la 
cooperación intern ac ional está en cri sis, la 
firma de la Convención venía a ser como 
una ráfaga de aire puro. En vísperas de fir­
marse el docum ento, el embajador jo rge 
Castañeda - quien presidió la delegac ión 
mex ica na que concurrió a Jamaica- seria­
ló: " Tenemos ante nosotros el tratado inter­
naciona l más extenso y ambicioso que 
jamás se haya negociado para regular el 
comportam iento de los estados en un espa­
cio que cubre más de dos terceras partes ele 
la superficie del planeta; que representa, in­
dudablemente, tal como lo establece el pro­
pio preámbu lo el e la Convención, una im ­
portante contribución al mantenimiento de 
la paz y la ju sticia, al progreso para todos 
los pueblos del mundo, así como a la rea li ­
zac ión de un nuevo orden económico in ­
tern ac ional, más justo y equ itati vo" 6 

Y al igual que la moneda del personaje, 
que siempre lleva un idos a los contrarios, 
el júbi lo de los delegados que firm aron la 
Convención nació ligado a la reserva demos­
trada por la importante minoría que rec hd­
zó el documento, bien por votar en contra 
(Estados Un idos, Gran Breta ña y la RFA), 
bien por abstenerse. Los abstencionistas 
-aparte de Japón- fueron Bé lgica, Benín, 
Botswana, Ecuador, España , Gu inea Ecua­
to ri al, Israel, Italia, jordania, Libia, Lu xem­
burgo, Omán, Perú , República de Corea, Sa­
moa, Santa Sede, Suiza, Venez uela y Za ire. 
Por d ive rsas razones no estuv ieron presen-

5. Le M onde, París, 12 de d iciembre de 
1982. 

6. Di scurso del embajador jorge Castañeda 
en la ses ión fina l de la Tercera Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, Mon­
tego Bay, Jama ica, 6 de dic iembre de t 982. 

tes, entre ot ros, Ara bia Saud ita, Argentin a, 
Líbano, Siria, Sudáfr ica y Turquía7 

Aspectos más notables 
de la Con vención 

L a Convención sobre el derecho del mar 
estab lece normas para todos los usos ele 

los océa nos. Entre las más importantes des­
tacan las sigui entes: 

• Los estados ribereños ejercerán la so­
beranía sobre su mar territorial hasta una an­
chura de 12 millas, pero se permi tirá a los 
buqu es extranjeros el "paso inocente" por 
esas aguas, con fines ele navegación pacífica. 

• Se permitirá a los buqu es y aero naves 
ele todos los países el " paso en tránsito" por 
los estrechos utili zados para la navegac ión 
intern acional, en la medida en que avancen 
sin demora y no amenacen a los estados ri­
bereños. Los estados ribereños ele los estre­
chos podrán regular la navegac ión y otros 
aspectos del paso. 

• Los estados archipel,ígicos , constitui ­
dos por uno o varios grupos ele islas estre­
chamen te relac ionadas y por las aguas que 
las conecta n, tendrán soberanía sobre esas 
aguas archi pelágicas, pero los buques de los 
demás estados goza rán del derecho de pa­
so por vías marítimas designadas por el Es­
tado archipelágico . 

• Los estados ribereños tendrán , en una 
zona económica exclusiva ele 200 mi llas, de­
rechos soberanos con respecto a los recur­
sos naturales y algunas acti vidades econó­
micas, y tendrán también cierto ti po de ju ­
ri sd icc ión sobre la invest igación científi ca y 
la preservac ión del medio marino. Todos los 
demás estados tendrán li bertad el e navega­
ción y sobrevuelo en la zona , as í como li­
bertad el e tender cab les y tuberías sub­
marinos. 

Los estados sin litora l y los "estados con 
características geográfi cas espec iales" ten­
drán derecho a part icipar en la exp lotac ión 
el e una parte de la pesca de la zona cuando 
el Estado ribereño no pueda capturar toda 
la pesca por sí so lo. La delimitac ión el e las 
zonas económicas que se superpon ga n "se 
efectuará por acuerdo ... sobre la base del 
derecho intern ac ional. .. a fin de ll ega r a 
una solución eq uitat iva. Se concederá espe­
cia l protecc ión a las espec ies altamente mi-

7. Véase ONU, " United Nations Conve ntion 
on the Law of the Sea Concluded at Montego 
Bay, Jamaica , on 1 O December 1982", doc. 
C.N.7. 1983 , Treat ies 1 (Depositary Notifi ca tion). 
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gratorias de peces y a los mamíferos ma­
rinos". 

• Los estados ribereños tendrán dere­
chos ele soberan ía sobre la plataforma con ti­
nental (la parte nac ional de los fond os 
marinos) a los efectos de su exploración y 
exp lotac ión, si n afec tar la condición jurídi ­
ca ele las aguas y el espac io aéreo supraya­
centes. La plataforma se ex tenderá al me­
nos hasta 200 mill as el e la costa, y hasta 350 
mill as o incluso más en determinadas c ir­
cu nstancias . Los estados ri bere ri os compar­
tirán con la comunidad internacional pa rte 
ele los ingresos que obtengan el e la explota­
ción del petróleo y ot ros recursos en cua l­
quier parte de la plataforma m,is al lá el e 200 
mill as. La delim itación ele las pla taform as 
que se superponga n se ha rá el e la misma for­
ma qu e la el e las zonas económ icas exc lusi­
vas. Una Com isión de Límites ele la Plata­
forma Continental hará recomendaciones a 
los estados sob re el límit e exterior de la 
plataforma. 

• Todos los estados gozarán en alta mar 
el e las libertades trad icionales ele navega­
c ión , sobrevuelo, investi gac ión cientííi ca y 
pesca. Tendrán el deber de tomar, indiv i­
du almente y en cooperación con otros es­
tados, medidas para la aclrni nistr,lC ión y con­
servac ión ele los recursos vivos. 

• El mar territo ri al, la zona económica 
exc lusiva y la plataforma continenta l el e las 
islas se determi narán el e conformidad co n 
las norm as ap lica bles a la ti erra firm e, pero 
las rocas no aptas para mantener habitación 
humana o vida económica no tendrán zo­
na económica ni plataforma continental. 

Los estados ribereños el e mares cerrados 
o semicerrados deberán coope rar entre sí 
en la adm inistración el e los rec ursos vivos 
del mar en mate ri a el e investi gac ión cien­
tí fi a. 

Los estados sin litoral tenrl r;ín derecho de 
acceso al mar y desde el mar, y gozarán con 
tal fin de libertad de tránsito a través del te­
rri tor io de los estados en trá nsito, por todos 
los medios de transporte. 

Los estados ut ili za rán " los medios más 
viab les ele qu e di sponga n" para preven ir y 
contro lar la contaminación del medio mari­
no procedente de cualqu ier fuente. La Con­
vención define las responsab ilidades de ca­
da catego ría ele estados (estados del pabe­
llón, del puerto y ribereños) en cuanto a la 
prevención de la contaminac ión y el cast i­
go a los infractores, en particu lar cuando se 
trate el e buques, y define también la severi ­
dad el e las medidas para obl iga r al cump li­
mi ento de las normas contra la contamin a-
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ción . Los estados cooperarán entre sí en es­
ca la mundia l y regional para formu lar regu­
laciones y estándares de protección ambien­
tal, y se comprometarán a promover la asis­
tencia técnica a los países en desarro llo en 
esa esfera. 

Toda la in vestigación científica marina en 
la zona económica exclusiva y en la platafor­
ma cont inental se realizará con el consenti ­
miento del Estado ribereño . Estos estados 
deberán consentir en que estados extranje­
ros real icen invest igaciones con fines pací­
ficos que cumplan con ciertos requisitos es­
pecificados en la Convenc ión . Podrán , si n 
embargo, rehusar su consentimiento en cier­
tas c ircu nsta ncias también ac larad"as en el 
texto. En caso ele disputa, el Estado invest i­
gador podrá ped irle al Estado ribereño que 
la someta a conc ili ac ión internac iona l, con 
base en que este último no está actuando 
de manera compatible con la Convenc ión. 

Los estados deberá n fomentar el desarro­
llo y la transm isión de la tecnología marina 
"según modalidades y cond iciones equita­
ti vas y razonables". Esto se hará consideran­
do todos los intereses legítimos, incl uidos 
" los derechos y deberes de los poseedores, 
proveedores y receptores de tecno logía". 

Los estados deberán resolver por medios 
pacíficos sus controversias re lativas a la in­
terpretac ión o a la ap licac ión de la Conven­
ción. Cuando no puedan hacerlo, tendrán 
que someterla a un proced imiento ob liga­
torio para todas las partes. Habrá cuatro op­
c iones: el Tribunal Internacional del Dere­
cho del Mar, que se estab lecerá conforme 
a la Convención, la ya ex istente Corte In­
ternacional de just icia, un tribunal arbitral 
y otro espec ial. A lgunos tipos de controver­
sias se someterán a conciliac ión, procedi ­
miento cuyas conclusiones no son de cu m­
plimiento ob ligatorio .8 

El doble porvenir del mar 

E stados Unidos y los otros países que re­
husa ron firmar la Convenc ión parecen 

1econocer los aspectos benéficos para la co­
munidad internacional contenidos en el do­
cumento. Sin embargo, el Gobierno ele Es­
tados Unidos rec haza cuanto se relac iona 
con la explorac ión, explotac ión y d ist ribu ­
c ión de los minerales marinos, pese a las 
modificaciones aprobadas durante las sesio­
nes realizadas en marzo y abril de 1982, en 

8. Véase "Puntos sa lientes de la Convención 
sobre el Derecho del Mar", en Crón ica de las Na­
ciones Unidas, vol. XIX, núm. 6, Nueva York, 21 
de febrero de 1983. 

Nueva York. Entre las enmiendas destaca lo 
referen te a la forma en que se redistri bui­
rán los beneficios fin ancieros y económicos 
de la exp lotac ión minera obtenida por la 
Autor idad Internacion al ele los Fondos Ma­
rinos, las políticas re lacionadas con los fon­
dos marinos, la limitación ele la producción, 
los sistemas de exp lorac ión y exp lotación, 
las normas, reg lamentos y proced imi entos 
que deberá aprobar la Asamblea, la ca li fi ­
cación de los solicitantes de los contratos pa­
ra exp lo rac ión y explotac ión de los fondos 
marinos, las normas acerca de las reservas 
ele sitios mineros y los planes de trabajo que 
habrá de aprobar el Consejo . As imismo, se 
fija el tone laje que puede ex traer cada con­
trat ista, así como la ob ligación que éstos ti e­
nen de poner a d isposición de la empresa 
la tecnología que uti licen9 

El carácte r dua l que privó en la Confe­
renc ia del Derecho del Mar se advierte en 
las dos perspect ivas para el uso de los océa­
nos. Por un lado, de acuerdo con las pr in­
cipa les definiciones incl uidas en la Conven­
ción , los estados costeros son totalmente so­
beranos en sus puertos, bahías y estu arios; 
sobre una distancia que no excede las 12 
millas náuticas, pueden ejerce r controles 
aduaneros, fisca les, san itar ios o migratorios, 
para prevenir o reprimir las infracciones a 
los reglamentos vigentes en su te rri tor io na­
cional o su mar terr itor ial. 

En la Zona Económ ica Exclus iva, los es­
tados coste ros gozan de derechos sobera­
nos y excl usivos sobre los recursos vivos y 
minerales de las aguas, el suelo y el subsue­
lo . Cuentan con derechos para prevenir y 
combat ir la contaminación del mar y para 
reglamentar la invest igación científica. Tie­
nen derechos, asimismo, sobre los recursos 
v ivos y minerales que existan en el suelo y 
subsuelo marinos. También pueden estab le­
cer el régimen que preva lecerá en las aguas 
interiores de los estuarios, ba hías o golfos 
que, a causa de la configurac ión del litora l, 
o a ca usa de hechos histó ri cos, se conside­
ren cé lebres, ta les como el Río de la Plata, 
las bahías de Chesapeake y Delaware, la Ba­
hía de Canca le (Francia), el Golfo de Túnez 
o el Ca nal de Bristol. 

Por otro lado, los países industriali zados 
que rechaza ron ratifi ca r la Convención ven 
el mar con otros ojos. Buscan precisar el 
contorno de sus suelos hasta trazar, como 
si fuera ti erra firme, las desconocidas mon­
tañas, dorsa les y fosas . Investiga n la forma 
de explotar las riquezas del fondo virgen del 
océano med iante ava nzados sistemas, con-

9. /bid. 

sección internacional 

ceb idos por una legión de científicos. No 
obstante, incluso dentro de Estados Unidos, 
el país qu e encabezó el rechazo a la Con: 
venc ión, se mantienen dos posiciones co n 
respecto a la explotación de los fondos ma­
rinos. Así, por ejemplo, mientras Edwin 
Meese, consejero presidencial , seña la que 
los recursos del fondo del mar representan 
una importante opc ión para el futuro de Es­
tados Un idos, Cli fton E. Cu rti s, del Center 
for Law and Socia l Policy, opina que los 
océanos son algo más que un mercado po­
sible de atrapa r, puesto que sus recursos no 
son más vita les para Estados Unidos quepa­
ra el resto del mundo .10 

Tres meses después de fi rm arse la Con­
venc ión en Montego Bay, Jamaica, Estados 
Un idos proclamó una Zona Económica Ex­
clu siva de 200 mill as (370 km) a lo largo de 
sus costas, incluyendo Alaska, las Islas Ha­
wai y los terr itorios estadounidenses situa­
dos en el Pacífico y las An till as. 11 

Al adopta r esta decisión, que reconoce 
a los estados costeros la propiedad exc lu si­
va de los recursos v ivos y minera les de las 
aguas, los fondos y subsuelos marinos, Es­
tados Unidos se apega a las d isposic iones 
de la Convenc ión, aunque votara en con­
tra de las cláusulas re lac ionadas con la ex­
ploración y explotac ión de los fondos mari­
nos intern ac iona les y no contra las que con­
ciernen a las zonas económ icas excl usivas. 
También México, en noviembre de 1975, 
proc lamó unilateralmente su Zona Econó­
mica Exc lusiva de 200 mill as náut icas, co­
mo un acto ele soberanía nacional, de acuer­
do con las leyes del país y el derecho 
internac ional. 12 

Un acuerdo sobre el Derecho del Mar y 
la explotac ión de los recursos marinos en 
beneficio de la humanidad resu lta, cada vez, 
de mayor importancia. Gran parte del pa­
trimonio terrestre, antes rico, se deteriora . 
Y mientras millones de espec ies animales y 
vegeta les desaparecen bajo la acc ión del 
hombre, la contaminación y la industrial i­
zac ión, el mar representa aún un inmenso 
laboratorio viviente que ofrece a los habi­
tantes del mundo una opc ión muy prome­
tedora. El agitado futuro de los océa nos de­
bería aprovechar a la Tierra entera. D 

Graciela Phillips 

10. The New York Times, Nueva York, 21 
de febrero de 1983. 

11. Le Monde, París, 12 de marzo de 1983, 
y Excélsior, México, 11 de marzo de 1983. 

12. " Defensa de los recu rsos marinos", en 
Comercio Exterior, vol. 25, núm. 11 , México, no­
viembre de 1975, pp. 1194-1197. 



comercio exterior, abril de 1983 

Comercio Exterior, vol. 33, núm . 4, 
México, abril de 1983, pp. 35 1-354 
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La 
de 

nueva ley estadounidense . 
• consorctos 

de exportación SALVADOR MONROY GUTIÉRREZ* 

D esde la segunda mitad de enero 
hasta fines de febrero pasados, con los 

auspicios del Departamento de Comercio de 
Estados Unidos, se ha ll evado a cabo en 27 
de las principales c iudades de ese país un 
ciclo de seminarios ded icado a difundir y a 
promover la nueva Ley de Com pañías de 
Comercio Exterior (Export Trading Company 
Act of 7982 - ETC Act- )1 promu lgada por 
el presidente Rona ld Reagan el pasado 8 de 
octubre y que entró de inmed iato en vigor . 

Se trata de aumentar el volumen de las 
exportac iones estadounidenses y, con apo­
yo en esta nueva Ley, establecer una depen-

1. Public Law 97-290, 97th Congress, Octo­
ber8, 1982 . 

• Economista, colaborador de la Subsecreta­
ría de Asuntos Económicos de la SRE, Méxi­
co. Este trabajo representa la opinión del autor 
y no necesa riamente la de la Secreta ría a la 
que presta sus servicios. 

dencia gubern amental que promoverá la 
formac ión de compañías y asociac iones ex­
portadoras en las que puedan partic ipar, 
junto con las industri as productoras de d i­
versos bienes, prestadores de se rvicios pro­
fesiona les, bancos, agrupaciones bancari as 
y bancos holding. La ETC Act es de obvia im­
portanc ia para la economía; además de sus 
efectos en el comercio y en la balanza de 
pagos, repercutirá en aspectos tales como 
la modificación y reducción de restri cciones 
al financiamiento de las exportaciones, que 
9n tes se veían limitadas por las leyes anti ­
monopólicas estadounidenses . 

Las med idas se agrupan en cuatro títu los. 

l. LEY DE COMPAÑ ÍAS DE 
COMERCIO EXTERIOR 

S e instruye al Departamento de Comer­
c io para que establezca una dependen­

cia enca rgada de promover la c reac ión de 

ETC y de propiciar contactos entre los pro­
ductores de bienes y serv ic ios exportables 
y las empresas de comercio exterior. 

Se define a la ETC2 como una organiza­
ción estab lec ida en Estados Unidos con los 
propós itos de exportar mercancías y servi­
cios producidos en ese país o facilitar esas 
exportaciones a empresas no afiliadas al pro­
porc ionar "servic ios comerc iales de expor­
tación", pero no ambas activ idades. Podrá 
también participar en operaciones de impor­
tación y tri angulac ión en comercio exterior 
y contar con participación extranjera mayo­
ritaria en la formación de su capita l. 

2. El nombre más aproximado en la termino­
logía usada en Méx ico sería el de consorcios de 
exportación; pa ra eiecios de este trabajo, dado 
que la ley obviamente sólo tend rá aplicación en 
Estados Unidos, se utili zará la expresión compa­
ñías de comercio exterior o ETC. 
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Es im portante destacar los considerandos 
de la Ley, pues abordan aspectos que re­
cuerdan, en c ierto modo, la prob lemáti ca 
actua l de nuest ro comercio exte ri o r, lo que 
resulta preocupan te si tenemos en cuenta 
la distanc ia económica entre Méx ico y Es­
tados Un idos. Los principa les temas que se 
menc ionan so n: 

• El crecim iento y desarrollo de las com­
pañ ías de comercio exterior en Estados Uni­
dos ha sido trad icionalmente obstaculi zado 
por la falta ele visión exportadora del sec tor 
empresa ri al y por las innumerab les barreras 
burocráticas im puestas por el Gobierno. 

• En Estados Un idos hay decenas de mi ­
les de empresas pequeñas y medianas con 
capac idad para exportar, pero que no lo 
hacen. 

• Las acti vidades de exportac ión y se r­
vic ios conexos están fragmentadas en una 
gran var iedad de func iones. Las compañ ías 
que actualmente se dedican a estas acti vi­
dades ca recen, por lo genera l, de su fi c ien­
tes recursos financ ieros para llegar a un nú­
mero signifi ca ti vo el e exportado res poten­
ciales. 

• Estados Unid os necesita mejores em­
presas de exportac ión, que puedan logra r 
economías de esca la y qu e se espec iali cen 
en exportar mercancías y se rvic ios con un 
margen razonab le de util idad al menor costo 
posib le para los prod uctores . 

• Aun cuando Estados Unidos es el prin­
c ipal exportador mundial de productos agrí­
co las, muchos de ellos no se comerc iali za n 
con la amplitud y efi cac ia que se obtendría 
si se ca nali za ran a través de compañías de 
comerc io exterior. 

Igualmente se plantea el constante 
aumento de la inc idencia en la economía 
de l secto r serv ic ios, y se hace hincapié en 
la conveniencia de incorpora rl o al nuevo es­
quema de exportac ión. Se señala que el di ­
nám ico y ráp ido crec imiento de las indus­
t ri as relac ionadas con los se rvic ios es vital 
para la economía estadounidense, dado que 
generan siete de cada diez empleos y con­
tribu yen con 65% del producto nac ional 
bruto. En consecuencia, ese secto r ofrece 
un amplio margen para incrementar la ex­
portac ión de sus productos. 

Sobre la importancia económ ica del sec­
tor exportador en genera l, se afirma que: 

• Las exportaciones estadoun idenses 
crean y manti enen uno de cada nueve em­
pleos en el secto r man ufac turero y generan 
uno de cada siete dólares del total ele su pro­
ducc ión industrial. 

• Los défic it comerciales co ntri buyen a 
debi litar el dólar en los mercados financie­
ros internac io nales y tienen un efecto infl a­
cionar io en la econom ía estadounidense. 

• Las acti v idades de las autoridades es­
taduales y regiona les que fomenten las ex­
portac iones ele mercancías y se rvi c ios pue­
den representar una imporiante fuente pa­
ra la expa nsión de las exportac iones esta­
dounid enses, as í como un ca mpo de expe­
rim entac ión para el desarro llo de nuevos 
progra mas de exportación v inculados co n 
las necesidades económ icas de diferentes re­
giones de ese país. 

Como puede aprec iarse, va rios de los 
consicle randos anteriores serían de fác il apli ­
cac ión a la prob lemát ica el e expo rtac ión 
mexica na. 

11 . LEY DE SERVICIOS BANCARIOS 
AL EXPORTADOR 

Dentro de este título se permite por pri ­
mera vez a los bancos invertir en las 

ETC y se legisla sobre la participación del ca­
pita l extranjero en ell as. 

Los objetivos de este título son: 

• Procurar e l establec imi ento de com­
pañías ele comercio exterior que cuenten con 
suficiente fuerza para competir con " insti ­
tuciones propiedad de ext ranjeros" 3 simila­
res dentro y fuera el e Estados Un idos; 

• proporc iona r al comercio, indu stria y 
agricultu ra estadounidenses y espec ialmente 
a las pequeñas y medianas empresas medios 
para exportar en forma fluida y permanente; 

3. En la Ley se emplea el término " foreign­
owned institutions", que probab lemente tenga 
una acepción más amp lia que "foreign-owned 
companies". 
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• fomentar la pa rti c ipac ión de bancos 
regionales y pequeños bancos en la forma­
c ión ele compañ ías exportadoras, y 

• fac ilitar la creación ele compañ ías el e 
comerc io exte ri o r en las que inviertan ban­
cos y empresas no banca ri as, lo qu e permi ­
tirá una combinac ión efic iente ele se rvic ios 
comercia les y fin ancieros para cub ri r los re­
querimientos ele cualquier compañía expor­
tadora. 

La nueva legislac ión autoriza a los " ban­
cos ele bancos", 4 a las " tenedoras bán­
ca ri as"5 y a las empresas denominadas 
" Edge Act Corporations" 6 a participar en el 
capital de las ETC, inc lu so con el 100% del 
cap ital de éstas. Si bien se permite la parti­
c ipac ión de los bancos, se asegura una ade­
cuada sepa rac ión de las acti vidades de ex­
portac ión y de las func iones netam ente 
bancarias. 

Asimi smo, se incluyen cláusulas de se­
gu rid ad pa ra reducir los ri esgos potenc iales 
ele los inve rsionistas en las ETC, al limitar la 
inve rsión y restringir los préstamos a 5 y a 
1 O por c iento, respecti vamente, del ca pital 
de los bancos parti c ipantes . 

En la misma legislac ión se modifica la 
Bank H olding Company Act de 1956 para 
reglamentar las forma s de parti c ipac ión ele 
los bancos en las ETC. A l hacerlo se estable­
ce la ex igencia de que las tenedoras banca­
rias y los bancos de bancos obtengan pre­
viamente a su inversión en las ETC la apro­
bac ión de la FRB; para e llo, el banco notifi­
ca rá a la FRB la inversión proyectada y si 
dentro ele un plazo de 60 días la )unta no 

4. Los ' ''bancos de bancos" (bankers' banks) 
se definen como aquellas instituciones que só lo 
pueden ser cl ientes de otros bancos ofreciendo 
diversos servicios que no podrían ofrecer inde­
pendientemente. No deben confundirse con ban­
cos centra les o regiona les. La Ley incluye estas en­
tidades típicamente estadoun idenses para estimu­
lar a los bancos pequeños a inverti r en las ETC. 

5. Las "tenedoras banca rias" (ba nk holding 
companies) son instituciones propietari as de por 
lo menos una subsidiaria registrada ante la Junta 
de la Reserva Federal (Federal Reserve Board, 
FRB) que realizan, además de las tareas bancarias 
normales, actividades de tarjeta de créd ito y arren­
dam iento financiero. 

6. Se refiere a las sucursa les bancarias suje­
tas a la supervisión ele la FRB y que pueden ocu­
parse de operaciones bancari as internacionales, 
incluida la aceptación de depósitos extranjeros. 
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ha interpu esto ninguna objec ión, la autori ­
zac ión queda concedida automáti camente. 

La FRB podrá objetar las inve rsiones en 
los siguientes casos: 

a] Para evitar prácticas banca ri as insegu­
ras o erróneas, concentrac ión indebida de 
recursos, disminuc ión de la competencia o 
conflictos. 

b] Cuando la inversió n propuesta afec­
te potencialmente el equil ibrio administra­
tivo o fin anciero del banco. 

e] Cuando el banco no proporcione la 
información que se le so licite. 

Estas medidas fac ilitan enorm emente la 
am pliac ión del fi nanciam ient o a las expor­
tac iones de las empresas peq ueñas y media­
nas. Hasta ahora , éstas tenían un acceso 
muy limitado a ese tipo de créd ito. Con las 
nu evas d ispos ici ones, los bancos podrán 
usar sus sucursa les para fom entar la ex por­
tac ión de los artículos que producen peq ue­
ñas em presas diseminadas en Estados Uni­
dos, parti cularmente las ubicadas en pobla­
ciones chicas en donde las ventas externas 
no t ienen una promoción adecuada. Acl e­
más, los mi smos bancos podrán util iza r sus 
sucursa les en el exteri or para co loca r la pro­
ducc ión ele esas empresas. 

Las disposiciones rec ientemente apro­
badas reducen las restri cc io nes al financia­
mi ento de las exportac io nes de dos 
maneras: 

a] Autorizando al Ex imbank a ga ranti za r 
los c réditos que inst ituciones financieras u 
otros prestami stas ofi ciales o pri vados otor­
guen a las ETC. 

b] Fac ilitando los redescuentos en las 
operac iones de comercio in tern ac io'nal. 

Estas modi ficac iones podrían inter­
pretarse como una fó rmu la para otorga r es­
tímulos d isfrazados al comercio ex teri o r. 

111. PROTECCIÓN FR ENTE A 
LEY ES ANTIMONOPÓ LI CAS 

U no de los obstáculos más importantes 
para la creac ión de con sorcios de ex­

portac ión era la vigencia de rígidas leyes an­
timonopó licas . Para obvi ar el ri esgo de un 
juicio que pudiera entorpecer las activicl a-

des de los consorcios, el títul o te rcero de la 
Ley faculta al Sec retari o el e Comercio (pre­
via intervenc ión del Procurador General) a 
exped irles, en ciertas condic iones, "certi fi­
cados ele revisión". El titul ar de tal ce rtifi ­
cado no puede se r demandado en cortes cri ­
minales o civiles por infracc iones a las le­
yes anti monopó licas, siempre que su con­
ducta se ajuste a las condic iones merced a 
las cuales se otorgó tal ce rti ficado . 

Al so licitarlo, el consorcio de exportac ión 
debe describir minuciosamente las activida­
des vinculadas con el comercio exterior que 
se propone lleva r a ca bo, y demostrar que: 

a] No implica n una reducc ión significa­
ti va el e la libre competencia ni desa lientan 
las exportac iones de sus competi do res. 

b] No aum entan, di sminu yen o esta ­
bi liza n más allá de lo razonable los prec ios 
intern os del prod ucto o se rvicio qu e se va 
a exporta r. 

e] No implican una competencia deslea l 
con tra empresas exportadoras de bienes 
similares. 

el] No conducirán a la reventa posteri o r 
en Estados Unidos de los bienes exportados. 

Sin emba rgo, el t itu lar del certifi cado 
puede ser sometido a juic io por v io lac ión 
a las leyes antimonopólicas en los sigui en­
tes casos: 

7) Por el Procurador General, si su ac­
tuac ión amenaza produc ir un daño cla ro e 
irrepa rab le al interés nac ional. 

2) Por cua lquier persona dañada o afec­
tada por la actividad del titu lar, siempre que, 
además ele proba r el clari o, pruebe que di ­
cha acti v idad transgrede alguna el e las cua­
tro normas reseñadas. En este caso, se ap li­
ca n los siguientes criteri os: 

a] En caso de ga nar el juicio, la ley per­
mite al demandante rec ibir ind emnizac ión 
só lo por los perjuic ios directos sufri dos. 

b] El demandante podrá iniciar el juic io 
dentro de los dos años de haber conoc ido 
la violac ión, y hasta cuatro años después de 
haberse presentado ésta. 

e] Siempre ex istirá en favor de la com­
pañía ce rti ficada la presunción de lega lidad . 
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el] En caso de qu e la compariía ce rtifi ­
cada ga ne el li ti gio , podrá recuperar todos 
los gastos y costas del juic io. 

El proced imiento para obtener un ce rti ­
ficado con siste en: 

7) Presentar una so licitud por escrito 
que contenga la inform ac ión que requ ieran 
la Secretaría de Comercio y el Procurador· 
General. Debe incluir da tos sobre el mer­
cado en el cual opere el expo rt ador. 

2) A más tardar siete días después el e la 
presentac ión el e la soli citud, la Secretaría de 
Comerc io enviará una copia al Procurador 
General, a la qu e agrega rá toda la informa­
c ión que ju zgue pertin ente pero que debe 
incluir, entre otros datos, la pa rti cipac ión 
porcentual ele la emp resa so licitan te en el 
mercado estadounidense. 

3) Dentro de los diez días siguientes a 
la presentac ión de la solicitud , el Departa­
mento de Comercio deberá pub licar en el 
peri ódico oficial la noti cia de que se ha pre­
sentado, incl uida una descripción de las ca­
racte rísti cas de la empresa y de las acti vida­
des qu e se propone ll eva r a cabo. 

4) Dentro de los 90 días siguientes a la 
presentación de la so licitud, el Departamen­
to de Comerc io y el Procurador General el e­
termin arán si el so licitante cumple las nor­
mas antimonopó licas y podrán entonces ne­
gar o autori za r el ce rtifi cado . 

5) E~ caso de ser negado, el so licitante 
tendrá derec ho a apelar dentro de los 30 
días siguientes. 

El Departamento de Comerc io, en acuer­
do con el Procurador General, pod rá publi ­
ca r pautas para normar la operac ión de las 
compañías certifi cadas. 

IV. MODIFICAC ION ES A LA 
LEG ISLACIÓN ANTIMONO PÓ LI CA 

L as nuevas dispos ic iones jurídicas modi­
fican la Ley Sherm an7 y la Secc ión S de 

la Ley de Comercio Exteri o r, limitando con -

7. La Ley Antimonopólica Sherman prohíbe 
expresamente a las empresas es tadounidenses 
parti cipar en contratos, co mbinaciones o co nju ­
ras que inhiba n o puedan restr ingir cualquier ac­
to de comercio dentro y fuera ele Estados Unidos. 
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siderab lemente la aplicac ión de dichas le­
yes al comercio de exportac ión. Só lo se rán 
ap lica bles si se afectan los intereses de ex­
portadores ind ividuales o, en alguna medi­
da, la competiti vidad del comercio interio r 
en Estados Unidos. 

Este títu lo se conoce también como Fo­
reign Trade Antitrust lmprovement Act of 
7982 . Implica un giro radical en los cr iterios 
jurídicos que hasta la fecha han preva lec i­
do en aq uel país con respecto a las act ivi­
dades monopólicas, y mu est ra también la 
dec isión po lít ica ele las au torid ades de me­
jorar la capac idad ex portadora de Estados 
Un idos. 

COMENTARIOS 

E sta Ley responde a la preocupación del 
Gobierno estadounidense por la cons­

tante reducc ión de sus exportac iones y sus 
consecuentes efectos en el empleo. En 1981 
las exportaciones ele manufacturas se redu­
jeron en 7 000 millones de dólares. En el pri ­
mer semestre ele 1982 se redujeron aún más 
y el déficit comercial de ese sector fue de 
más el e 4 000 millones el e dólares. 

Las pequeñas indust rias (definidas como 
las que ocupan menos de 250 empleados) 
rec ibirán con la c reac ión ele las ETC un im­
pu lso considerab le. Estas empresas só lo 
aportan aproximadamente 6% de la expor­
tac ión de manufacturas, a pesa r de que re­
presentan 17% de la producción industrial. 
Las ETC les permitirán aumentar sus ventas 
ex tern as al reci bir asesoriamiento adecua­
do para identifi ca r nuevos mercados, al 
ti empo que reducirán sus ri esgos y costos 
mediante economías de esca la. 

Diversos estudios indican que la nu eva 
po lítica tendrá consecuencias importantes 
en la creac ión de empleos y efectos pos iti ­
vos visibles en la economía. El Departamen­
to de Comerc io ca lcula que las exportac io­
nes se incrementarán alrededor de 5% anual 
durante los primeros cinco años, lo que sig­
nifica por lo menos 11 000 millones de dó­
lares anua les de aumento. Ello permitirá 
crear alrededor de 350 000 nuevos empleos, 
pues según cá lculos recientes cada mil mi­
llones de dólares de exportac ión generan 
31 000 empleos directos e indirectos. 

El Chase Econometrics estima que gracias 

a la ap licac ión de esta Ley se generará en 
1985 un incremen to en el empleo de apro­
ximadamente 500 000 puestos de trabajo. 

La creac ión de las ETC no afecta juríd i­
ca mente a su más inmediato pero antiguo 
an tecedente, la Ley Webb-Pomerene (Ex­
port Trade Act de 1918). Las empresas esta­
doun idenses podrán cont inuar registrándose 
como "compañías WP" ante la Com isión 
Federa l de Comercio. Sin embargo, no es 
probab le qu e esto ocurra, pues el margen 
de man iobra de las ETC supera amp liamen­
te el de las WP. Estas últimas regist ran des­
de hace va ri os años un marcado estanca­
miento. Participaron só lo con 1.2% del to­
tal de comerc io exterior estadou nidense en 
1982, contra 17.5% en 1930. Ello se debe 
de manera principa l a la falta de una corri en­
te adecuada de financiamiento, al temor de 
vio lar las rígidas disposiciones antimonopó­
licas y a la prop ia absolescenc ia el e la ley, 
ya que no considera la exportac ió n de ser­
vic ios profesiona les y de tecnología, acti vi­
dades que cada vez incrementan más su 
pa rti c ipac ión en la come rc iali zac ió n 
moderna. 

Vale la pena señalar que las WP han si­
do de gran ayuda pa ra estimular la exporta­
ción de algunos productos bás icos o de ba­
jo valor agregado, como aves de co rral, fru­
tas deshidratadas, pasta mecá nica y made­
ras contrachapadas. 

Actua lmente ex isten 36 registros WP con 
más de 310 miembros. Desde la promulga­
ción de la ley, se han otorgado alrededor de 
300 registros y más de 4 000 empresas han 
utilizado sus servicios . Es muy probab le y ex­
plicable que estos registros disminuyan y se 
les sustitu ya a co rto plazo por las nuevas fa­
ci lidades y opciones que la ETC Act 1982 
ofrece a los productores y prestadores de 
se rvi cios. 

CONCLUSIONES 

S on va rias las consecuencias que se pue­
den extraer del estud io de la ETC Act 

1982. Es aconsejab le: 

• Dar mayor atención en nuestro país a 
esta nueva legislac ión. Los responsab les de 
planear las po líticas de comerc io exterior y 
el sector empresari al deben tomar conc ien­
cia de la neces idad de renovar los mecani s-
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mos de fomento a las exportac iones, y de 
que aun en un país con una estructura bas­
tante más desa rro llada que la nuestra, se es­
tán debatiendo y renovando las ac titud es 
exportadoras. 

• Anali za r los efectos a corto, mediano 
y largo plazo de la nu eva legislac ión esta­
dounidense en nuestro comercio exteri or. 

• Tomar en cuenta las implicaciones 
que en materia de subsidios invisibles o di s­
frazados su rjan de las modificaciones a las 
operaciones del Eximbank en sus préstamos 
de ga ran tía a las ETC y a las operac iones de 
redescuento del sistema bancario privado, 
para adoptar las medidas defensivas 
adecuadas. 

• Adoptar med idas de contingencia para 
impedir desv iac iones o abusos en la defini ­
ción de " mercancías o servicios producidos 
en Estados Unidos" , pues ex iste amplia fle­
xibi lidad en cuanto a la fijac ión de requi si­
tos de ori gen.B 

• Estud iar la posible partic ipación de ca­
pi tal mexicano privado o estatal en alguna 
ETC. Esta empresa podría dedica rse a las im­
portac iones del sector público. 

• Adaptar el Título 11 , Ley de Servicios 
Bancarios al Exportador, al caso mexica no, 
considerando los cambios rec ientes que ins­
tituyeron las soc iedades nacionales de 
créd ito. 

• Ana li za r los efectos que tenga la nue­
va legislación estadounidense en el desarro­
llo regional de aq uel país, para aprovechar 
sus aspectos positivos, previa adaptac ión, en 
México. 

• Por último, examinar la nueva actitud 
exportadora estadou nidense. Sería deseable 
que los investigadores o las instituciones aca­
démicas estudien las tendencias del comer­
cio mundia l y las modificac iones que pue­
da provocar en él la nueva legislac ión. O 

B. El Senado definió como "mercancías pro­
ducidas en Estados Unidos" a las que contengan 
no más de 50% de su valor en materiales o com­
ponentes importados. Congressiona / Record, vol. 
128, núm. 134, parte 11 , p. HB346, 1 de octubre 
de 1982. 


